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V ENCONTRO INTERNACIONAL DO CONPEDI MONTEVIDÉU 
– URUGUAI

ACESSO À JUSTIÇA

Apresentação

En las presentaciones realizadas se puede ver análisis que recorren distintos niveles de temas 

dentro del concepto de acceso a la justicia. De manera general, se pueden distinguir cuatro 

aspectos que han motivado el trabajo de los ponentes. Un aspecto que se podría llamar 

“procesal” refiere a los institutos procesales disponibles dentro del Poder Judicial y dentro 

del sistema institucional como un todo. Básicamente, éstos refieren a diferentes tipos: los 

mecanismos alternativos tales como el arbitraje, conciliación y mediación; los juzgados 

especiales, y los institutos de acción colectiva o de público interés. Quienes expusieron sobre 

estos temas estaban preocupados sobre todo por la eficiencia y eficacia de estos instrumentos 

procesales, particularmente los primeros –la mayoría de los trabajos refirió a ellos- debido 

principalmente a la reciente entrada en vigencia del Código del Proceso Civil en Brasil 

(CPC) que ha incluido innovaciones en los procedimientos de conciliación y mediación, en 

busca de facilitar la entrada al sistema legal por parte, especialmente, de aquellas personas y 

grupos más vulnerables. Los mecanismos de autocomposición son vistos como una forma 

prometedora de enfrentar el crecimiento y complejidad de las demandas que enfrenta el 

Poder Judicial. En general, estos trabajos concluyen que estas herramientas son un avance, 

aunque todavía insuficientes.

Un segundo tipo lo constituyen las acciones colectivas, incluyendo acciones de masa. 

También aquí el CPC incluye innovaciones cuyo efecto se verá en el futuro, y también aquí 

quienes abordan el tema observan limitaciones en el diseño del instituto. El tercer tipo, dado 

por los juzgados especiales, ha sido objeto de un trabajo que también observa el 

funcionamiento de la Turma Nacional de Uniformização de Jurisprudência dos Juizados 

Especiais Federais (TNU), encontrando que ha adoptado formas novedosas de unificación de 

jurisprudencia y de generación de parámetros de actuación, facilitando soluciones más 

próximas a las necesidades de los justiciables y también más rápidas.

Más allá de los instrumentos procesales, un trabajo tomó en cuenta el papel de las 

Defensorías públicas como mecanismo de acceso a la justicia, especialmente para personas 

más vulnerables. Se encuentra que, a pesar de la existencia de recomendaciones 

internacionales sobre la necesidad de este mecanismo, y de que estas fueron incorporadas en 



la Constitución, la implementación de la institución es deficiente en buena medida, teniendo 

cobertura solo en una fracción del territorio, y con problemas de funcionamiento en muchas 

partes.

De hecho, los problemas de calidad del diseño y la implementación de instrumentos 

procesales, y de los propios organismos con funciones en el acceso a la justicia, son 

observados reiteradamente por los ponentes. Se señala justamente que el acceso no puede 

reducirse solo a la admisión en el proceso, sino que incluye también el modo de ser del 

proceso, la justicia del resultado y su utilidad. Los distintos trabajos sugieren que la 

promulgación de disposiciones legales es un paso adelante, pero notoriamente insuficiente si 

no es acompañada de otros procesos de cambio. Todo esto lleva a complejizar el concepto de 

acceso a la justicia, complejización que refleja la de la sociedad que demanda ese acceso, que 

según ven varios de los ponentes se ha vuelto más diferenciada y múltiple.

En este sentido, un trabajo se apoya en la teoría de los juegos para aludir a la existencia de 

ciertas formas de cultura legal que tienden a identificar acceso a la justicia como acceso a un 

litigio que, en tanto conflicto, solo puede ser resuelto por adjudicación, aplicando la fuerza 

del Estado. En cambio, los modelos de autocomposición presuponen la posibilidad de 

comportamiento cooperativo, que resulta difícil de conciliar con el paradigma imperante.

Finalmente, dos trabajos se han referido a los temas planteados por los enfoques neo 

constitucionalistas. Uno de ellos analiza los dilemas distributivos que se plantean frente a la 

actuación del Poder Judicial en el acceso a medicamentos y servicios médicos de alto costo, 

proponiendo la aplicación de la teoría de la justicia de Rawls como forma de decidir la 

asignación de recursos escasos frente a la judicialización de estas demandas. El otro trabajo 

explora la inobservancia de disposiciones positivas, especialmente de la audiencia preliminar, 

desde la perspectiva de Luigi Ferrajoli.

De hecho, el GT propuesto Acceso a la Justicia afirma cada vez más como un espacio de 

discusión no sólo de acceso a los tribunales como una herramienta para producir la justicia, 

que no pocas veces produce exactamente lo contrario, pero, sobre todo, la construcción la 

ciudadanía y la necesidad de aumentar las oportunidades de acceso a los sistemas de justicia. 

Esto sólo será efectiva como cuando el monopolio de decir lo que es correcto para migrar a 

una mayor comprensión de lo que es correcto y por lo tanto no sólo ellos mismos tienen que 

cambiar las fuentes tradicionales del derecho, tales como, en particular, la expansión de los 

actores inherente a la toma de decisiones y constructivo proceso de su fuente más recurrente, 

la ley.
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ACESSO À JUSTIÇA: ÊNFASE EM MEDIAÇÃO E CONCILIAÇÃO BRASILEIRAS

ACCESO A LA JUSTICIA : ÉNFASIS EN MEDIACIÓN Y RECONCILIACIÓN 
BRASILEÑA

Marcela Moreno Galdino Marques 1

Resumo

Aborda o “acesso à justiça”, expondo sua crise, aspectos históricos e sociais, sua amplitude 

internacional, elencada por Mauro Cappelletti e Bryant Garth, capaz de motivar a 

reestruturação na administração da justiça e retomar institutos anteriormente indispensáveis, 

que são a mediação e a conciliação, ou seja, meios alternativos de resolução do conflito. A 

metodologia utilizada foi baseada em uma pesquisa descritiva, dedutiva, baseando-se em 

técnica documental proveniente de fontes primárias. Retrata a relevância social da 

implantação de Centrais de Mediação e Conciliação, instrumento de exercício da cidadania e 

de consolidação do Estado Democrático de Direito através da Resolução 125 do CNJ.

Palavras-chave: Acesso à justiça, Resolução 125 do cnj, Conciliação, Mediação

Abstract/Resumen/Résumé

Se aborda el " acceso a la justicia " , exponiendo su crisis , aspectos históricos y sociales , su 

alcance internacional , elencada por Mauro Cappelletti y Bryant Garth , capaz de motivar a la 

reestructuración de la administración de justicia y reanudar institutos previamente 

indispensables , que son la mediación y conciliación o medios alternativos de resolución de 

conflictos . La metodología utilizada se basa en un estudio descriptivo, deductivo. Retrata la 

relevancia social de la implementación de Centros de Mediación y Conciliación , a través de 

la Resolución 125 de la CNJ .

Keywords/Palabras-claves/Mots-clés: Acceso a la justicia, Resolución 125 de la cnj, La 
reconciliación, Mediación
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1 INTRODUÇÃO 

 

A ampliação do acesso à Justiça, por meio da Constituição Federal de 1988, embalou 

a geração de muitos processos. Consequentemente, de acordo comCambi e Farinelli (2011, p. 

278), a prestação jurisdicional começou a se ter como lenta e os cidadãos passaram a por em 

xeque o sistema jurisdicional. 

Com o intuito de reverter esta situação, para alcançar a plenitude da cidadania 

garantida no Estado Democrático de Direito, várias foram as alternativas propostas, e, dentre 

essas, meios de solução de conflito alternativo, visando a descentralização da Justiça, por 

Mauro Cappelletti, explanando mutações procedimentais e administrativas necessárias para a 

concretização de tal direito. Foi neste contexto que ressurgiram a mediação e a conciliação.  

Elas podem operar, pelos ensinamentos de Andrews (2011, p.282), como 

substituição ampla para o contencioso civil, nos casos cabíveis, ou pode ser acessório neste 

procedimento já iniciados ou em fase recursal. Desta forma, há a possibilidade da efetividade 

do direito de ação por terem se demonstrado eficazes na solução de problemas através de 

acordo, bloqueando, assim, a inicialização de novos processos ou extinguindo processos em 

trâmite. 

A escolha do tema se justifica, logo, pela crise judiciária estatal e a incorporação de 

meios voluntários de pacificação multidisciplinar e reestruturação da comunicação 

Assim, o presente trabalho tem como objetivo analisar a Mediação e Conciliação 

comoforma de instrumento ao acessoefetivo à justiça, tendo como justificativa a necessidade 

de alteração da administração judiciária para possibilitar aos cidadãos um retorno célere e 

efetivo da prestação jurisdicional. 

 Para tanto, pretende-se esmiuçar os conceitos e características, tais como: 

informalidade, oralidade e agilidade nas decisões, além da legislação, cujo objetivo é dar 

maior operacionalidade judiciária, todos pertinentes ao tema. Tudo isto para embasar a 

inclusão da Central de Conciliação, Mediação e Arbitragem do Estado de Pernambuco, em 

que pese como está estruturado, métodos utilizados e suas seções. 

Assim, a partir do estudo,poder-se-á constatar o êxito e limitações deste novo plano 

material de ideal de bemestarsocial.   
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2 ACESSO À JUSTIÇA 

 

O tema do acesso à justiça é aquele que mais diretamente equaciona as 
relações entre o processo civil e a justiça social, entre igualdade jurídico-
formal e desigualdade sócio-econômica.  

(Boaventura de Souza Santos) 

 

A economia de mercado e fugacidade das relações comerciais pela interligação, 

compartilhamento de informações induziram novos anseios para a vida urbana, e, 

consequentemente, necessidade de acompanhamento pelo Direito, pelo que exploram 

Tesheiner e Viafore (2011, p. 27). Só que algo não mudou: é da essência humana a existência 

do conflito como relata Shakespeare em “Hamelet”, na conhecida expressão “Tobeornottobe, 

that’sthequestion”, podendo esse ser intrapessoal, interpessoal, intragrupal ou intergrupal, de 

acordo com Gonçalves da Silva (2006, p. 12). Ao juntar as transformações sociais e 

ampliação de relações com o embate inerente do ser humano, há, inegavelmente, o aumento 

da busca pelo Judiciário e sua hipertrofia crítica. 

Inacessibilidade, morosidade e custo da Justiça são alguns dos fatores que põem em 

xeque o Judiciário brasileiro, necessitando-se, assim, de meios que consagrem a cessão da 

justiça privada (exercida pela força, pelo arbitramento, prova, jogo) para a estatal (quando o 

Estado tomou pra si o dizer o direito e aplicar a Justiça). Araken de Assis (apud Tesheiner e 

Viafore, 2011, p. 16) reitera o colocado ao explicar que, quando ficou proibida a pessoa 

resolver por si suas desavenças, o Estado tomou para si o apurar de conflitos sociais e precisa 

com presteza julgá-las. 

Com o aperfeiçoamento da democracia e a ampliação da classe média, da informação 

e da educação, pelo que leciona Almeida (2000, p. 28), há uma maior demanda no sistema 

judiciário, ficando este lotado. Por isto, atualmente, a crise do Judiciário está em foco, sendo 

assunto a ser discutido tanto pela doutrina, ao formular alterações procedimentais, bem como 

por leis editadas para maior celeridade, visando, consequentemente, à satisfação do usuário 

pela prestação eficaz do seu direito, de acordo com Rio Alves (site JFCE). Conforme aponta 

Bezerra Cavalcanti (site JUS NAVEGANDI),  

O Judiciário brasileiro debate-se em grave crise. Os problemas que o 
afligem, que dificultam, retardam e, na prática, muitas vezes, até impedem a 
prestação jurisdicional têm três vertentes. São elas: a institucional, a 
estrutural e a relativa aos procedimentos. As duas primeiras para serem 
efetivamente atacadas necessitam que se tenha uma efetiva reforma do 
Judiciário, com alterações constitucionais. A vertente procedimental tem 
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sido objeto de intervenções pontuais. O Estado brasileiro tem optado por 
modificações em dispositivos específicos do CPC a partir de trabalhos de 
grupo de juristas, ao invés de realizar uma grande revisão no Código, já 
próximo de alcançar trinta anos de vigência. As alterações tópicas se por 
um lado são menos traumáticas, por vezes, tem um lado negativo que é o 
da corrosão dos pilares do código de 1973.  

O direito de ação, ou seja, o direito de acesso à justiça é consagrado no Artigo (art.) 

5º, XXXV, da Constituição Federal de 1988 (CF/88), decorrente de pressões de movimentos 

políticos e sociais em expansão no século XX, conforme denota Bueloni Júnior (site 

UNIMEP), e este quer ser exercido pela sociedade contemporânea com resultados rápidos e 

efetivos. Consagram Mendonça e Florentino (2005, p.180) que o direito de ação compreende 

a faculdade conferida a todos de postulartutela jurisdicional de natureza preventiva ou 

reparatória em relação a qualquer direito, tanto individual quanto coletivo. Englobando tudo 

isso, Milhoranza (apud Tesheiner e Viafore, 2011, p. 20) assegura que este é o direito 

supremo por ser o direito de efetivar os próprios direitos.  

Como aplica Patu Júnior (site TJPE), é inconcebível em um mundo tecnológico, em 

que a atividade humana está toda conexa, que um processo dure mais de anos, ou décadas, 

para ser julgado. Percebe-se certo anacronismo entre o Judiciário e a globalização: de um lado 

o engessamento e o formalismo exacerbado; do outro, a informação rápida, a resolução com 

um clique.  

É neste impasse que surge o descrédito do povo para com o seu exercício de direito. 

Fora isto, com a mundialização, consequência natural da facilidade de informação e 

relacionamento em diversos campos, acaba por suscitar conflitos em diversas searas. 

Ademais, criou-se no Brasil uma “cultura de sentença” em que a solução é adjudicada dos 

conflitos, com a ampliação do número de recursos e consequentemente o entrave nas Varas, 

devendo-se passar para a “cultura da pacificação”, pelo que aponta Watanabe (2011, p.4-9). 

Bacellar (2011,p.31) afirma que o início da reforma tem que ser no ensino jurídico, o qual 

preza pelo sistema da contradição, da dialética, formando profissionais polarizados. 

Para a maior compreensão da crise no judiciário, deve-se ter em mente o que é de 

fato o acesso à justiça e as soluções apontadas pela doutrina e jurisprudência. 

 

2.1 Conceituação da expressão acesso à justiça 

 

Pela ideia apresentada por Nunes (site FGV), a expressão “acesso à justiça” é de 

complexa explicação, uma vez que se amolda ao paradigma de cada período por ser um 

66



direito fundamental, sendo influenciada por elementos políticos, religiosos, sociológicos e 

filosóficos.  A autora exemplifica com  

Basta perquirir o pensamento da sociedadelaissezfaire, emque o acesso à 
justiça se resumia ao direitoformal do indivíduopropor uma ação, 
independente de tercondiçõesparatanto. O acesso à justiça correspondia, 
assim, a uma igualdadeformal, masnãoefetiva. Nãoobstante, 
talconceitoindividualista foi paulatinamente extirpado pelas sociedades 
modernas, que passaram a reconhecer os direitos e deveressociais do 
governo. O Estado passou a ter uma nítidaatuaçãopositiva, 
comoinstrumento de resguardo dos direitossociaisbásicos. Nesse sentido, o 
acesso à justiça tem sido progressivamente reconhecido, 
nãoapenascomoumdireitofundamental, mascomo o ponto nodal da moderna 
processualística.  

Como se vê, e explicita nitidamente Menezes (site JUS NAVEGANDI), aos direitos 

fundamentais não se pode dar uma definição universal e atemporal, vez que são valores 

essenciais do homem e se formulam com o passar do tempo em consonância com a noção de 

Estado por serem culturalmente construídos.  

Pelas lições de Mauro Cappelletti e Bryant Garth (1988, p. 8), esta expressão delineia 

o sistemapeloqual as pessoas podem reivindicarseusdireitos e/ouresolverseus litígios sob os 

auspícios do Estado, devendo àquele ser a todos indistintamente alcançável, efetivo, e este 

gerar consequência justa no âmbito individual e social. Pelo entendimento de Mendonça e 

Florentino (2005, p. 27-28), muito embora este conceito tenha sido construído há certo tempo, 

a essência dele não muda:  

A natureza de servir à delimitação dos objetivos fundamentais do sistema 
jurídico constituído e de proporcionar para todas as pessoas a faculdade de 
perseguir a efetividade dos seus direitos através de instrumentos ampla e 
isonomicamente acessíveis, mediante a tutela estatal individual e 
socialmente justa.  

É, portanto, garantia de cidadania nas sociedades modernas e esta não se restringe 

aos meios judiciais de composição, requerendo-se uma legislação apta a diminuir as 

desigualdades e ampliar o ingresso, além de uma estruturação com proporcione meios da Lei 

sê-la aplicada ao mundo fático-social e seus ideiais de justiça. Assim, nos dizeres do 

doutrinador Marinoni (1994, p.11),  

As palavras chaves para esta nova concepção social de justiça e de lei têm sido 
efetividade do acesso: acesso para todos ao sistema legal, aos seus direitos, liberdade 
e benefícios; acesso aos instrumentos, incluindo os tribunais, que possam fazer valer 
aqueles direitos, liberdades e benefícios de forma significante e efetiva. 

Como bem explana Watanabe (2011, p.4), não é apenas em relação aos órgãos 

judiciários, mas o acesso à ordem jurídica justa, incluindo qualquer problemática jurídica, 

mesmo que não seja conflito de interesse, cabendo uma atenção por parte do Poder Judiciário. 
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2.2 Barreiras impostas para o acesso à justiça 

 

Na sua obra, Mauro Cappelletti e Bryant Garth (1988, p. 15) revela que para superar 

as barreiras e ter um efetivo acesso à justiça seria preciso uma “igualdade de armas” definida 

como a garantia de que a conclusãofinal depende apenas dos méritosjurídicosrelativos das 

partes antagônicas, semrelaçãocomdiferençasque sejam estranhas ao direito e que, no entanto, 

afetam a afirmação e reivindicação dos direitos.  Só que além de abstrata, esta possibilidade 

necessita de um amplo aprofundamento na questão econômica, social e cultural, ou seja, são 

aspectos imateriais que permeiam estas definições.  

O fato econômico interfere tanto no Estado que terá que investir na estrutura e 

pagamento de pessoal quanto no indivíduo por pagar honorários advocatícios e custas 

procedimentais cujo valor é alto e pela demora muitas pessoas nem acionam a justiça ou 

aceitam acordos insuficientes. Pelo que defende Scheer (2006, p. 283), até o fator econômico 

intimida para iniciar a provocação jurisdicional, fora o princípio da sucumbência, estando em 

privilégio a pessoa que possui mais por suportar as custas e o tempo processual. 

Já pelo fator sócio-cultural, as pessoas de baixa renda possuem certo receio de ir ao 

judiciário, principalmente por não saber quais são os seus direitos, ou seja, a desinformação 

gera a inércia das pessoas. 

 

2.3 Ondas de solução prática para o acesso à justiça 

 

Com a constatação de que o processo não estava conseguindo alcançar sua finalidade 

social, jurídica e política, que de forma geral é a pacificação da sociedade com justiça, 

Cappelletti e Garth observaram que o direito processual passou por transformações para a 

efetivação do acesso à justiça e estabeleceram ondas do movimento.  

A primeira onda renovatória consiste, para Cintra, Grinover e Dinamarco (1999, p. 

93), em estudos para melhoria da assistência judiciária aos necessitados.  Consoante explicita 

Gomes Neto (2005, p.62), quanto maior o desenvolvimento do sistema jurídico 

contemporâneo, maior será a necessidade de um advogado para auxiliar a parte. Na obra de 

Cappelletti e Garth, (1988, p. 32), há a referência que 

Na maior parte das modernas sociedades, o auxílio do advogado é 
essencial, senão indispensável para decifrar leis cada vez mais complexas 
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e procedimentos misteriosos, necessários para ajuizar uma causa. Os 
métodos para proporcionar a assistência judiciária àqueles que não podem 
custear são, por isso mesmo, vitais. 

Seria, na expressão de Gomes Neto, o obstáculo econômico, vez que as pessoas 

menos favorecidas não podem acionar o judiciário pelo alto custo do processo ou pelo 

desconhecimento da norma por ser a pobreza, como observa Cappelletti (apud Gomes Neto, 

2005, p. 64), apenas econômica, como também cultural. De acordo com Paula (2002, p.98-

99), é necessário um incremento econômico para assim ter a democracia e permitir que os 

figurantes de classes sociais possam disputar as mesmas oportunidades.  

Vale ressaltar, pela análise de Nunes (site FGV), que por muito tempo o auxílio 

judicial aos pobres era encarado como questão de caridade, instituída até em ordenamentos, 

sendo finalizada com a Revolução Francesa e a extinção da privilégios de assistência a 

jurisdição e gratuidade da administração dos juízes. Apenas no Estado Social e de Direito é 

que se volta a assegurar formal e materialmente o direito de ação. 

Dentro desta onda Cappelletti (1988, p. 38), enfatiza sobre o sistema judicare, com 

aparecimento o século XX, na Alemanha e na Inglaterra, em que os advogados particulares, 

cujos nomes estão numa lista, são pagos pelo próprio Estado para advogar em favor de quem 

era legalmente declarado como pobre, tecendo a crítica de que é muito difícil a ele reconhecer 

a causa e procurar auxílio para além do que do que não lhe é familiar.  

Depois revela o advogado remunerado pelos cofres públicos com escritório em área 

carente, como surgiu nos Estados Unidos e na Inglaterra, com algumas características do 

sistemaanterior, com a denominação de “escritórios de vizinhança” (Neighbourhood Law 

Centres), com a problemática do recurso escasso estatal, do alto número processual e poucos 

advogados. Houve ainda a combinação dos dois sistemas anteriores em na Suécia, Austrália, 

Canadá e Holanda por ver a limitação de cada um.  

Sabe-se que no Brasil há o advogado dativo, os liberais cadastrados na Ordem dos 

Advogados Brasileiros (OAB) municipal, os que apenas receberão o valor sucubencial e os 

defensores públicos que agem, pela consagração do art. 5º, inciso LXXIV, da CF/88, ao 

disporque “O Estado prestará assistênciajurídicaintegral e gratuita aos que comprovarem 

insuficiência de recursos” (sitePLANALTO). Esta comprovação se dá pelo fato da pessoa não 

poder prejudicar o sustentar a si próprio ou a sua família ao pagar as custas judiciais e 

honorários advocatícios, pela compreensão da Lei nº 1.060/50 ,em seu art. 2º, parágrafo 

único. 
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A segunda onda busca a justiça de interesses públicos. É através da representação de 

direitos coletivos, de ações de sociedades de classe e de interesse público para garantia dos 

interesses difusos, rompendo a postura individualista do processo em que o processo só 

poderia ter por figuração duas partes. Nunes (site FGV) afirma que  

Antigamente, discutia-se que se o interesse pertencia a todos significava 
quenão pertencia a ninguém. Entretanto, paulatinamente, observou-se que 
se o direitonão pertencia a ninguém é porque pertencia a todos. Assim, 
passou-se a buscarmeios adequados para a tutela dos 
interessestransindividuais, atéentãonão apreciadas peloprocessocivil. 
Nesse contexto, surgiram reformas na esfera processual, 
mormentenosinstitutos da legitimidade ad causam e da coisa julgada. 

Com isto, mudanças processuais tiveram que ser feitas para adequação a esta nova 

dimensão. Scheer (2006, p. 284-285) expõe que esta onda obriga a cogitar uma remodulação 

do padrão de antagonismo entre partes individuais para proteção de interesses coletivos, como 

o Mandado de Segurança Coletivo (art. 5º, LXX, CF/88), Ação Civil Pública (art. 129, III, 

CF/88) e Ação Popular (art. 5º, LXXIII, CF/88), muito embora ainda haja empecilhos para a 

consolidação destes institutos. Sobre este assunto, Cappelletti e Garth (1988, p.50/51) 

esboçam que 

As reformas discutidas a seguirsão a provae os resultados das rápidas 
mudanças que caracterizaram essa fase. Verifica-se umgrandemovimento 
mundial emdireção ao que o ProfessorChayes denominou litígios de 
“direitopúblico” emvirtude de suavinculaçãocomassuntosimportantes de 
políticapúblicaqueenvolvemgrandesgrupos de pessoas. Emprimeirolugar, 
comrelação à legitimidadeativa, as reformas legislativas e 
importantesdecisões dos tribunais estão cadavezmais permitindo 
queindivíduosougrupos atuem emrepresentação dos direitosdifusos. 

Emsegundolugar, a proteção de taisinteresses tornou necessária uma 
transformação do papelsocial do juiz e de conceitosbásicoscomoa “citação” 
e o “direito de serouvido”. Uma vezquenemtodos dos titulares de 
umdireitodifuso podem comparecer a juízo – porexemplo, todos os 
interessados na manutenção da qualidade do ar, numa determinadaregião – 
é precisoque haja um “representante adequado” paraagirembenefício da 
coletividade, mesmoque os membros dela não sejam “citados” 
individualmente. Da mesmaforma, paraserefetiva, a decisão deve obrigar a 
todos os membros do grupo, aindaquenemtodos tenham tido a oportunidade 
de serouvidos. Dessa maneira, outranoção tradicional, a de coisa julgada, 
precisaser modificada, de modo a permitir a proteçãojudicialefetiva dos 
interessesdifusos. A criaçãonorteamericana da classaction, abordada a 
seguir, permite que, emcertascircunstâncias, uma ação vincule os 
membrosausentes de determinadaclasse, a despeito do fato de elesnão 
terem tido qualquerinformaçãopréviasobre o processo. Isso demonstra as 
dimensõessurpreendentes dessa mudança no processocivil. A 
visãoindividualista do devidoprocessojudicial está cedendo lugar 
rapidamente, oumelhor, está se fundindo com uma concepçãosocial, 
coletiva. Apenastal transformação pode assegurar a realização dos 
“direitospúblicos” relativos a interessesdifusos. 

 A terceira onda estabelecida por Cappelletti e Garth (1988, p. 67-71), visa 

ampliar a concepção de acesso à justiça com a introdução da advocacia judicial e extrajudicial 
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por intermédio de advogados públicos ou particulares, como também reformas no 

procedimento, na estrutura de tribunais ou criação de novos, uso de pessoas leigas ou 

paraprofissionais, meios de privados ou informais para solução de litígio. Mostra-se, nesta 

última, a busca pela mediação ou conciliação. O autor esclarece que (1988, p. 88) 

Essa ideia decerto não é nova: a conciliação, arbitragem e mediação foram 
sempre elementos importantes em matéria de solução de conflito. 
Entretanto, há um novo elemento consistente em que as sociedades 
encontraram novas razões para preferir tais alternativas. 

O autor enfatiza que é realmente preciso um incentivo a esta solução fora do tribunal, 

que pode ser obrigatória ou não a depender do assunto demandando, ou ainda disponível para 

as partes. Alega o Ovídio Baptista da Silva (apud Tesheiner e Viafore, 2011, p.26) que o 

problema é funcional e não estrutural, mas que há uma acomodação no que acontece que 

impede a compreensão. Assim, como solução, Watanabe (2011, p.5-6) refere-se a uma 

política pública judiciária atuando como filtro da litigiosidade a fim da diminuição do 

congestionamento do judiciário, sendo o nascimento de uma nova cultura de coesão social.  

 

2.4 A terceira onda: a consolidação da mediação e conciliação em prol do acesso à 

justiça 

 

Ao descrever o chamado movimento de acesso à justiça, ele percebe a existência de 

três ondas, a última justamente comprometida com uma concepção mais ampla de 

acesso, realizando uma revolução copérnica na discussão sobre o tema e adotando-se 

concretamente os meios alternativos, por Da Silva (site ÂMBITO JURÍDICO). Gomes Neto 

(2005, p. 95) diz que a terceira onda é a chamada justiça coexistencial para elencar a 

mediação e conciliação, referindo-se a conflitos mais simples, normalmente cujo objeto são 

relações com aproximação e duradoura, vez que não é bom ter vencidos e vencedores em 

relacionamentos longos, sendo primordial uma recíprocacompreensão, uma 

modificaçãobilateraloumultilateral dos comportamentos e das pretensões.  

É uma simplificação do procedimento em benefício à justiça social por ser 

inconcebível um processo rápido e eficaz com o processo em si atual, sendo, o princípio da 

adaptabilidade processual de acordo com as peculiaridades de cada feito.  

O que se quer demonstrar é que o procedimento tem que estar condizente com o que 

se almeja, ou seja, a complexidade ou não da solução tem que ensejar em procedimento com 
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mais ou menos etapas. O que se tem hoje, por Watanabe (2011, p.3), é uma falta de política 

pública de tratamento adequado dos conflitos de interesses que ocorrem na sociedade Nesta 

visão insere-se a mediação e conciliação para resolver problemas menos complexos. Como 

observam Mauro Cappelletti e Bryant Garth (1988, p.71-72): 

Ademais, esseenfoque reconhece a necessidade de correlacionar e adaptar 
o processocivil ao tipo de litígio. Existem muitas característicasque podem 
distinguirum litígio de outro. Conforme o caso, diferentesbarreiras ao acesso 
podem sermaisevidentes, e diferentessoluções, eficientes. Os 
litígiosporexemplo diferem emsua complexidade. É geralmentemaisfácil e 
menoscustosoresolver uma questãosimples de não-pagamento, 
porexemplo, do quecomprovar uma fraude. Os litígios também diferem 
muitoemrelação ao montante da controvérsia, o quefreqüentemente 
determina quanto os indivíduos (ou a sociedade) despenderãopara 
solucioná-los. Algunsproblemasserãobemmais “resolvidos” se as 
partessimplesmente se “evitarem” uma à outra.Aimportânciasocialaparente 
de certostipos de requerimentostambém será determinanteparaque sejam 
alocados recursosparasuasolução. Além disso, algumas causas, 
porsuanatureza, exigem soluçãorápida, enquanto outras podem admitir 
longas deliberações. 

Com todo este apoio doutrinário, o Six (apud Almeida, 2000, p. 28) relata que a 

mediação vai de encontro ao que preza a globalização por estimular o pessoal, estabelecendo 

uma conexão com a cultura e sistema legal do país que será aplicada. 

Nesse sentido de reforma e neste impasse, veio o retorno ao incentivo da mediação e 

conciliação, como meio de estimular, difundir e educar as partes por meio da comunicação 

pelo que explana Azevedo (2013, p.17) que será analisado neste trabalho nos capítulos 

seguintes. 

 

3 A MEDIAÇÃO: A RESOLUÇÃO Nº 125 DO CONSELHO NACIONAL DE 
JUSTIÇA 

 

Com a instituição do Conselho Nacional de Justiça (CNJ) pela Emenda 

Constitucional (EC) nº 45/2004, muitas foram as medidas adotadas para concretizar suas 

atribuições, quais sejam, basicamente, controlar a atuação administrativa e financeira do 

poder judiciário, bem como o cumprimento funcional dos juízes. Só que além destas 

imputações, esse órgão se viu designado a criar meios de amenizar a crise instalada no 

judiciário pela quantidade de processos ajuizados versus sentenciados nas varas, uma vez que 

os brasileiros acham que as duas únicas formas de resolver conflitos são a autotutela, que não 

se pode usá-la mais e ainda há muitos relatos, ou a transferência para o juiz dar a última 

palavra de quem está “certo” ou “errado”. 
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Assim, foram estipulados meios sem rivalidade de solução de conflito com a 

proposta de política pública estabelecida pela Resolução (Res.) nº 125, de 29 de novembro de 

2010 do CNJ, de acordo com CAHALI (2011, p.40). Ela introduz a mediação e a conciliação 

judiciais a serem implementadas nos tribunais nacionais como forma adequada de tratamento 

de algumas matérias demandadas no Judiciário. Estes dois institutos foram consagrados pela 

probabilidade de maior efetividade na resolução consensual, buscando a forma mais sincera 

de solução de conflitos por ser do introspecto do homem a pacificação (PETÔNIO 

CALMON, 2007, p.32). 

 

3.1 Diferença entre mediação e conciliação 

 

Primeiramente, deve-se observar a diferença entre a mediação e a conciliação, já que, 

segundo Bonafé-Schmitt (1999 apud AVILA,2008, p. 106-107), nos países latinos, pode-se 

observar certa celeuma terminológica.   

A mediação, como esclarece a Carla ZamithBoin Aguiar (2009, p. 94-102), é um 

trabalho realizado por um terceiro neutro que avalia as informações dadas por duas partes 

para, a partir delas, criar a verdade intermediária através do equilíbrio e da igualdade.  Desta 

forma, entende-se que o mediador será envolvido pelos relatos e, pela utilização de técnicas 

aprendidas em capacitações, irá construir a solução com e pelas partes daquela relação 

conflituosa.  

Não há imposição ou julgamento, não há busca pela verdade formal basilares do 

processo civil, mas a análise do que cada polo descreve e a facilitação da comunicação com 

intuito de que ele mesmo chegue à solução mais benéfica. Percebe-se aqui a nítida diferença 

com o processo civil, como delineia Sales (apud Gonçalves da Silva, 2006, p. 14) 

O que se percebe durante o processo judicial é somente o diálogo entre os 
advogados, juízes e promotores de justiça, buscando uma solução para os 
problemas que se encontram nos autos processuais. As partes, reais 
interessadas na questão, pouco são ouvidas, causando insatisfações 
reprimidas que resultam em novas lides, mesmo após decisão judicial 
daquele processo. A decisão judicial fundamenta-se exclusivamente no 
processo, seguindo a falsa máxima ‘o que não está nos auto não está no 
mundo’. Desta forma, em muitos casos, os reais problemas, os aspectos 
relevantes da questão não são estudados. A decisão judicial, portanto, resta 
insatisfatória, dificultando o seu cumprimento e ainda produzindo mais 
impasses. 

 Assim, como alega Gonçalves da Silva( 2006, p. 17), a polarização de quem “ganha 

a causa” não quer dizer que necessariamente o conflito esteja resolvido, sendo a mediação 
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justamente pelo oposto. É método confidencial em que se busca mostrar a origem real do 

conflito, redimensioná-lo, em que cada um precisa ceder um pouco, em uma postura 

colaborativa, para ambos ganharem. Percebe-se que este meio de solução da lide é uma forma 

de facilitar o diálogo que, por algum problema, não está sendo eficaz.  

Insta colocar que, de acordo com Almeida (2000, p. 29), a característica cultural do 

brasileiro é pautar suas relações em emoções. Condizente com isto, a finalidade maior deste 

procedimento é reestruturar o relacionamento entre as partes por reflexões sobre cada 

posicionamento, validando emoções, interesses e perspectivas, de modo que haja uma 

pacificação, ou seja, extinção do conflito pela própria manifestação das partes, uma vez que 

este meio é mais utilizado em confusões cujo vínculo tende a permanecer por muito tempo, 

como divórcio, inadimplemento de prestações entre pessoas próximas, guarda de filhos, 

dívidas condominiais, pensão alimentícia, parceria comercial ou societária. Nota-se que a 

composição não é a finalidade em si, muito embora se tente obtê-la. 

Já a conciliação o terceiro imparcial, na concepção de CAHALI (2011), irá sugerir, 

dentro do equilíbrio, viabilidade e razoabilidade, as que melhores propostas com a finalidade 

de se obter um acordo. Aqui o conciliador irá manifestar seu posicionamento em relação ao 

exposto para a solução do caso, sendo bem aplicado em acidentes de trânsito e relações de 

consumo. 

Faz-se mister ressaltar que tanto a mediação quanto a conciliação podem ser feitas 

extra ou judicialmente que, conforme Six(p. 28-35, 2001), respectivamente, mediação 

institucional (imposta burocraticamente de cima para baixo) ou monárquicas e mediações 

cidadãs (espontaneamente surgidas de grupos sociais). A extrajudicial, clássica, será praticada 

por algum mediador/conciliado capacitado, no âmbito privado, da confiança de ambos para 

auxiliá-los. Já na judicial, pertencerá a lista ao Tribunal de Justiça, podendo ser escolhido 

pelas partes dentre os disponíveis ou o que for sorteado pelo sistema automaticamente. 

 

3.2 Idealização da Resolução nº 125/2010 do CNJ 

 

O ministro Antônio Cezar Peluso (site STF JUS), na sua posse como Presidente do 

Supremo Tribunal Federal (STF) e do CNJ, em 23 de abril de 2010, discursando sobre a perda 

da credibilidade pela população em relação ao judiciário, principalmente devido à morosidade 

em transitar em julgado uma sentença, afirmou que:  
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Ora, as rápidas transformações por que vem passando, sobretudo nas 
últimas décadas, a sociedade brasileira, tem agravado esse quadro 
lastimável, em virtude da simultânea e natural expansão da conflituosidade 
de interesses que, desaguando no Poder Judiciário, o confronta com 
sobrecarga insuportável de processos, em todas as latitudes do seu aparato 
burocrático. E uma das causas proeminentes desse fenômeno está, como 
bem acentua o Desembargador Kazuo Watanabe, na falta de uma política 
pública menos ortodoxa do Poder Judiciário em relação ao tratamento dos 
conflitos de interesses. 

O mecanismo judicial, hoje disponível para dar-lhes resposta, é a velha 
solução adjudicada, que se dá mediante produção de sentenças e, em cujo 
seio, sob influxo de uma arraigada cultura de dilação, proliferam os recursos 
inúteis e as execuções extremamente morosas e, não raro, ineficazes. É 
tempo, pois, de, sem prejuízo doutras medidas, incorporar ao sistema os 
chamados meios alternativos de resolução de conflitos, que, como 
instrumental próprio, sob rigorosa disciplina, direção e controle do Poder 
Judiciário, sejam oferecidos aos cidadãos como mecanismos facultativos de 
exercício da função constitucional de resolver conflitos. Noutras palavras, é 
preciso institucionalizar, no plano nacional, esses meios como remédios 
jurisdicionais facultativos, postos alternativamente à disposição dos 
jurisdicionados, e de cuja adoção o desafogo dos órgãos judicantes e a 
maior celeridade dos processos, que já serão avanços muito por festejar, 
representarão mero subproduto de uma transformação social ainda mais 
importante, a qual está na mudança de mentalidade em decorrência da 
participação decisiva das próprias partes na construção de resultado que, 
pacificando, satisfaça seus interesses. 

Ao começar seus trabalho, o presente Ministro, respaldado pelo projeto do Professor 

Kazuo Watanabe, instituiu um comitê designando os magistrados José Guilherme Vasi 

Werner, Sidmar Dias Martins, Tatiana Cardoso de Freitas, Mirella Ferraz de Arruda Pollice 

Nogueira e Valéria FerioliLagrastaLuchiaripara elaboração desta nova forma de solucionar 

conflitos. Esta última elaborou a minuta, a qual foi analisada pelo Comitê Gestor de 

Conciliação (LUCHIARI, p.229-231, 2011). Após sua aprovação em 29 de novembro de 

2011, a Res. Nº 125/2010 do CNJ fora publicada em 1º de dezembro de 2010, sobre “Política 

Judiciária Nacional de tratamento adequado dos conflitos de interesse no âmbito do Poder 

Judiciário”. De acordo com Professor Kazuo Watanabe (site TRF4), principal idealizador 

desta nova sistemática, revela que: 

O objetivo primordial que se busca com a instituição de semelhante política 
pública, é a solução mais adequada dos conflitos de interesses, pela 
participação decisiva de ambas as partes na busca do resultado que 
satisfaça seus interesses, o que preservará o relacionamento delas, 
propiciando a justiça coexistencial. A redução do volume de serviços do 
Judiciário é uma consequência importante desse resultado social, mas não 
seu escopo fundamental. 

Conclui-se que é o início da quebra de um paradigma social que está em questão: a 

modificação cultural de necessitar de uma sentença para a elaboração de um acordo, com 

análise do que seria mais favorável para aquele específico problema.  
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Da leitura do texto desta Resolução com as ideias intrínsecas para sua formação, 

subentende-se que os principais objetivos são a consolidação de uma maior efetividade do 

acesso à justiça justa, apreciada no art. 5º, inciso XXXV, da CF/88 (site PLANALTO) 

associada a esta mudança cultural de pacificação social, tendo como principal consequência 

uma possível solução para a crise do judiciário.  

 

3.2.1 Análise da Resolução sob perspectiva da fixação da mediação nos tribunais brasileiros 

 

A partir deste ato do CNJ, em seu Capítulo II , aos Tribunais foi atribuída a 

implantação de Núcleos Permanentes de Métodos Consensuais de Solução de Conflitos e dos 

Centros Judiciários de Solução de Conflitos e Cidadania, além da inclusão da capacitação dos 

mediadores/conciliadores, portal de acesso pela internet com informações especiais e dados 

estatísticos.  

Tudo isto será seguido pelas diretrizes impostas pelo CNJ, o qual será o elo dos 

órgãos do Poder Judiciário, das entidades públicas e privadas parceiras, inclusive 

universidades e instituições de ensino para o êxito do projeto, como também o modus 

operandi da capacitação e avaliação dos conciliadores/mediadores e incentivos a fim de 

promover uma uniformização (site CNJ). 

Os Núcleos Permanentes de Métodos Consensuais de Solução de Conflito, em cada 

Tribunal, conforme o art. 7º, da Res. nº 125/2010 do CNJ (site CNJ), são formados por 

magistradoda ativa ou aposentados e servidores, os quais, preferencialmente, devem possuir 

conhecimento nesta forma de resolução de litígio. Assim, este órgão será o responsável pela 

organização e concretização desta política e sua finalidade, consolidando vínculo com outros 

tribunais, com instituições educacionais, a Subseção de OAB, Defensoria Pública, Ministério 

Público, Procuradorias, Poder executivo e empresas para estimular a autocomposição destas, 

como bem explanou Luchiari (p. 234-235, 2011).  

De acordo com Nogueira (p. 252-253, 2011), estes núcleos são verdadeiros “centros 

de inteligência”, já que são os que desenvolverão objetivos adequados à realidade local, com 

nexo nas diretrizes gerais do CNJ, e as formas para seguir a implantação e o êxito a fim de 

haja um maior planejamento, centralização, aprimoramento e uniformização nas práticas de 

autocomposição pelos Tribunais. 
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Agregado a isto, os Núcleos e Centros Judiciários De Solução De Conflitos E 

Cidadania, consagrados no art. 8º, caput, da Res. nº 125/2010 do CNJ (site CNJ), sãounidades 

do Poder Judiciário, preferencialmente, responsáveis pela realização das sessões e audiências 

de conciliação e mediação que estejam a cargo de conciliadores e mediadores, bem como pelo 

atendimento e orientação ao cidadão, com atuação nas matérias cíveis, fazendárias, 

previdenciárias, de família e Juizados Especiais Cíveis e Fazendários, no âmbito estadual e 

federal.  

 

4 CONCLUSÃO 

 

 Ante o exposto no trabalho, entende-se que há uma preocupação do CNJ - à 

medida que tornou obrigatória a inserção da mediação e conciliação nos Tribunaisde angariar 

o direito de ação a todos os cidadãos com as reformas tanto legislativas quanto estruturais.  

Observa-se que ainda há uma desordem prática, desde o início da utilização dos 

meios alternativos no Brasil, quanto à diferenciação dos institutos da mediação, propositor de 

reestabelecimento comunicação para que eles encontrem uma solução a ser tomada, e 

conciliação, apesar de não decidir de fato, é influenciador direto na decisão a ser feita ao 

palpitar ou sugerir, e suas finalidades, devendo ser estabelecido o seu diferencial para 

consolidação da oralidade, simplicidade, informalidade, economia processual, celeridade, ou 

seja, efetividade do acesso à justiça.  

Logo, devem-se criar meios para o esclarecimento destes métodos não adversariais a 

fim de validar a mudança paradigmática da cultura da sentença deve ser proposto pelo 

Tribunal de Justiça de Pernambuco, principalmente com campanhas e propagandas em meios 

de comunicação cujo acesso seja irrestrito. 

Sabe-se que a mediação e a conciliação não é a solução para todos os problemas 

relativos ao direito de ação, mas, com certeza, sua aplicação ajustada entre os casos práticos e 

preconizado pelos doutrinadores significa um progresso para harmonização social, por trazer 

o resgate da comunicação entre cada parte, além de fazer com que cada um seja consciente 

das responsabilidades impostas pelo acordo. 
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